
 

 

 

RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO DE CONTRATACIÓN DE SESTAO BERRI, SAMP 
POR LA QUE SE ACUERDA EL DESISTIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO DE 
ADJUDICACIÓN PARA LA CONTRATACIÓN DEL SERVICIO DE DESARROLLO, 
IMPLANTACIÓN Y SOPORTE DE UNA SOLUCIÓN DE ADMINISTRACIÓN 
ELECTRÓNICA PARA LA SOCIEDAD SESTAO BERRI, SAMP.   

 
 

Siendo las 10:00 horas del día 28 de julio de 2022, vista la propuesta de la Mesa de 
Contratación de SESTAO BERRI, SAMP, el Órgano de Contratación de SESTAO 
BERRI, SAMP, acordó el desistimiento del procedimiento de adjudicación y licitación 
para la contratación del servicio de desarrollo, implantación y soporte de una solución 
de administración electrónica para la sociedad SESTAO BERRI, SAMP, en virtud de 
los siguientes: 
 

 ANTECEDENTES 
 

PRIMERO.- Con fecha de marzo de 2022 el Consejo de Administración de SESTAO 
BERRI, SAMP aprobó dar inicio la expediente de contratación del servicio de 
desarrollo, implantación y soporte de una solución de administración electrónica para 
la sociedad SESTAO BERRI, SAMP. 
 
El importe aproximado que se presenta ante el Consejo de Administración es el de 
120.392,00 euros para la puesta en marcha del servicio e administración y 10.000 
euros adicionales para el servicio de soporte y mantenimiento. 
 
 
SEGUNDO.- Con fecha 22 de julio se publica en la plataforma de contratación de 
Euskadi y en el perfil del contratante de SESTAO BERRI, SAMP la licitación del 
contrato del servicio de desarrollo, implantación y soporte de una solución de 
administración electrónica para la sociedad SESTAO BERRI, SAMP, estableciendo 
como presupuesto base de la licitación, por error, la cantidad de 215.625 euros. Si 
bien se trata no de un mero error de hecho o aritmético, sino un error al entender 
durante la fase de preparación de los pliegos que determinadas partes del servicio 
cuya contratación se requiere habrían de tener mayor coste que el que realmente con 
posterioridad se ha constatado que ostentan. 
 
TERCERO.- Durante la fase de tramitación inicial de la licitación y encontrándose ésta 
en periodo de presentación de ofertas, motivado por las numerosas consultas 
recibidas por los posibles proveedores interesados en la misma, se advierte el referido 
error que se entiende como error sustancial por parte de este Órgano de Contratación. 
 
La subsanación del referido error conlleva necesariamente una corrección a la baja del 
presupuesto de licitación de manera considerable, volviendo a situarse, de manera 
aproximada, en el presupuesto presentado en su momento para el inicio del 
expediente de contratación al Consejo de Administración de la entidad. 
 
CUARTO.- No se ha emitido propuesta de adjudicación y, por lo tanto, tampoco se ha 
procedido a la adjudicación del contrato. 
 
 



 

 
 
 
Con el fin de subsanar el error precedente y de conformidad con lo previsto en el 
Informe jurídico emitido por a secretaria de la mesa y la propuesta de la mesa de 
contratación a este respecto, procede por razones de interés público, en aras de los 
principios de economía procedimental y celeridad y ante la inexistencia de terceros 
afectados, acordar el desistimiento del procedimiento de adjudicación por la entidad 
arriba referenciada, sin renunciar por ello a una próxima convocatoria pública, 
inminente, de una licitación con el mismo objeto, plenamente garantista de los 
derechos de los licitadores y de los principios de la contratación pública. 
 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

PRIMERO.- El artículo 122.1 DE LA Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público 
establece expresamente lo siguiente: 

Los pliegos de cláusulas administrativas particulares (el artículo 124 se refiere en 
idénticos términos al de prescripciones técnicas) deberán aprobarse previamente a la 
autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del 
contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, y solo podrán ser modificados 
con posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la 
modificación del pliego conllevará la retroacción de actuaciones. 

Pero esta contundente regla general, como tantas y tantas veces en derecho 
administrativo y más aún en el concreto ámbito de la contratación pública, admite 
excepciones que permiten modificar el pliego sin necesidad de retrotraer actuaciones, 
se trata de las modificaciones derivadas de la rectificación de un error material, de 
hecho o aritmético. La Ley 9/2017 se limita a recoger esa excepción sin regular el 
modo en que debe actuar el órgano de contratación si detecta un error de esta 
categoría en el pliego, se limita a permitir la modificación sin decir ni cuándo ni cómo. 

Nos encontramos ante uno de los supuestos en que tenemos que recurrir a la 
Disposición final cuarta 

Los procedimientos regulados en esta Ley se regirán, en primer término, por los 
preceptos contenidos en ella y en sus normas de desarrollo y, subsidiariamente, por 
los establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y en sus normas complementarias. 

La Ley 39/2015 regula someramente en el apartado segundo del artículo 109 el 
tratamiento del error material, de hecho o aritmético en el acto administrativo: 

Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de 
oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos 
existentes en sus actos. 

 

 

 



 

 

 

SEGUNDO.- Sobre este particular existe una consolidada doctrina acuñada por el 
Tribunal Supremo, Sentencia de 19 de abril de 2012 (RJ 2012\6001), con cita de otras 
muchas anteriores, señala que “(…) es menester considerar que el error material o de 
hecho se caracteriza por ser ostensible, manifiesto, indiscutible y evidente por sí 
mismo, sin necesidad de mayores razonamientos, y por exteriorización prima facie con 
su sola contemplación (frente al carácter de calificación jurídica, seguida de una 
declaración basada en ella, que ostenta el error de derecho), por lo que para poder 
aplicar el mecanismo procedimental de rectificación de errores materiales o de hecho, 
se requiere que concurran, en esencia, las siguientes circunstancias: 

a) Que se trate de simples equivocaciones elementales de nombres, fechas, 
operaciones aritméticas o transcripciones de documentos; b) Que el error se aprecie 
teniendo en cuenta exclusivamente los datos del expediente administrativo en el que 
se advierte; c) Que el error sea patente y claro, sin necesidad de acudir a 
interpretaciones de normas jurídicas aplicables; d) Que no se proceda de oficio a la 
revisión de actos administrativos firmes y consentidos; e) Que no se produzca una 
alteración fundamental en el sentido del acto (pues no existe error material cuando su 
apreciación implique un juicio valorativo o exija una operación de calificación jurídica); 
f) Que no padezca la subsistencia del acto administrativo, es decir, que no genere la 
anulación o revocación del mismo en cuanto creador de derechos subjetivos, 
produciéndose uno nuevo sobre bases diferentes y sin las debidas garantías para el 
afectado, pues el acto administrativo rectificador ha de mostrar idéntico contenido 
dispositivo, sustantivo y resolutorio que el acto rectificado, sin que pueda la 
Administración, so pretexto de su potestad rectificatoria de oficio, encubrir una 
auténtica revisión; y g) Que se aplique con un hondo criterio restrictivo. 

Con esta delimitación queda muy poco margen para el error material o de hecho y si 
quedaba alguna duda en el uso de esta calificación el apartado g) expuesto es claro al 
exigir un hondo criterio restrictivo.  

TERCERO.- La sencilla y contundente regulación del artículo 122.1 de la LCSP a la 
que aludíamos, se complica si avanzamos en el articulado y, en línea con la compleja 
sistemática que la caracteriza, nos tenemos que ir hasta el artículo 136, que regula los 
plazos de presentación de proposiciones, para completar el tratamiento de la 
modificación de los pliegos. Se trata de una modificación, en principio, derivada una 
solicitud de información adicional solicitada por los interesados o una actuación de 
oficio del propio órgano de contratación. 

Pero la complejidad regulatoria no queda ahí, ya que el artículo 75 del Real Decreto 
1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas (aún vigente) también se pronuncia al 
respecto y establece que: 

 

 



 

 

 

Cualquier aclaración o rectificación de los anuncios de contratos será a cargo del 
órgano de contratación y se hará pública en igual forma que éstos, debiendo 
computarse, en su caso, a partir del nuevo anuncio, el plazo establecido para la 
presentación de proposiciones 

Esta regulación de la rectificación o aclaración de los anuncios que puede implicar o, a 
su vez, derivar de una rectificación o modificación de los pliegos (véase la magnitud 
del contenido del anuncio de licitación, en la sección 4 del Anexo III de la LCSP, que 
configura el anuncio como una especia de resumen del PCAP). 

Por todo ello y siendo que se advierte que el contenido del Pliego publicado genera 
confusión y existe un error sustancial, procede dictar la presente, 

 
RESOLUCIÓN 

 
I.- Se acuerda el desistimiento del procedimiento de adjudicación y licitación para la 
contratación del servicio de desarrollo, implantación y soporte de una solución de 
administración electrónica para la sociedad SESTAO BERRI, SAMP por razones de 
interés público expuestas anteriormente. 
 
Notifíquese la presente Resolución a las partes interesadas mediante su publicación 
en la plataforma de contratación de Euskadi y en el perfil del contratante de SESTAO 
BERRI, SAMP, a los efectos en derecho procedentes. 
 
II.- Se acuerda asimismo el inicio de UN NUEVO EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN 
CON EL MISMO OBJETO Y DE PUBLICACIÓN INMINENTE en el que se recoja el 
nuevo presupuesto máximo de licitación. 
   
 
 
 
 
Director General de SESTAO BERRI, SAMP 
Fdo.: Luis Carlos Delgado Ortiz 
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